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CONSIDERACION UNITARIA DE LA ORGANIZACION 
ECLESIASTICA 
SUMARIO.- l. La organización ecleSiástica en el Código de Derecho Canónico. 
2. Consideración personalista del oficio eclesiástico. 3. El oficio eclesiástico: di-
versas acepciones. 4. Concepto unitario de la organización eclesiástica. 5. Consi-
deraci6n dinámica de la organización eclesiástica. 
1. La organizaci6n eclesiástica en el C6digo de Derecho Can6-
nico. 
La sistemática seguida por el legislador, al regular la organización 
eclesiástica en el Codex, presenta dos aspectos realmente significativos 
que es preciso poner de relieve. El primero de ellos se refiere al hecho 
de haber situado las normas relativas a la organización eclesiástica bajo 
la rúbrica De personis -libro II- en la que se agrupan tanto las nor-
mas sobre las personas físicas como las que regulan los oficios eclesiás-
ticos. El segundo aspecto significativo es el haber situado el núcleo de la 
explicación sistemática de la organización eclesiástica en el oficio, consi-
derado como unidad operativa autónoma de la actividad de la organiza-
ción. La ausencia de unos criterios generales que regulen las relaciones 
entre los diferentes oficios ponen de relieve la inexistencia -en el esque-
ma legal- de una concepción unitaria de la organización eclesiástica, lo 
que conduce a dos situaciones patentes: la "atomización" de la organi-
zación y la consideración subjetiva o personalista del oficio. 
De los aspectos indicados, el primero fue señalado ya por Lombar-
día -y recordado recienteme1)te por Echeverría1 - al decir que "desde 
el principio del libro II, dos aspectos fundamentalmente distintos se en-
trelazan a lo largo de toda la parte primera. El de clericis in genere con-
l. Cfr. La Diócesis, Iglesia particular en la "Función pastoral de los obispos", 
Salamanca, 1967, p. 125. . 
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tiene tanto la legislación referente al estatuto personal de los clérigos, 
materia que evidentemente es parte del Derecho Canónico de personas 
(predominante en los tito 1, 11, 111 Y VI), como las normas fundamenta-
les de carácter general sobre la organización de la jerarqúía eclesiástica 
. (predominante en los títulos IV y V), cuestión que tiene muy poco que 
ver con el Derecho ' de las personas y que corresponde más bien a lo que 
Wernz denominaba Ius constitutionis Ecclesiae Catholicae''2. 
Esta confusión de materias que denuncia Lombardía, al agrupar el 
legislador, bajo un mismo libro dedicado a las personas, las normas refe-
rentes a las personas físicas y las que regulan los oficios eclesiásticos, no 
puede interpretarse, en nuestra opinión, como un "error" sistemático. 
sino más bien como el resultado de una situación doctrinal confusa so-
bre la misma naturaleza del oficio eclesiástico que, a decir verdad, toda-
vía hoy perdura. 
2. Consideración personalista del oficio eclesiástico. 
El problema doctrinal a que nos referimos podría reducirse a los 
siguientes interrogantes: ¿cuál es el origen y la naturaleza del munus 
que se atribuye normativamente a un oficio? ¿La persona física, titular 
de un oficio, realiza -como tal titular- funciones distintas de las que ha 
recibido con la colación del sacramento del orden? ¿No es cierto que 
la función pastoral tan sólo se transmite sacramentalmente ~sacramen­
to del orden- y, en consecuencia, tal función está radicada en la perso-
na, tiene carácter personal? 
Las preguntas planteadas son un exponente de las dificultades doc-
trinales que encierra el problema de la naturaleza del oficio eclesiástico 
y como consecuencia su propia regulación legal. Porque parece evidente 
que si las funciones eclesiásticas -incluida la potestad de jurisdicción-
tienen todas ellas un origen sacramental y, por tanto, se confieren a per-
sonas físicas por la recepción del sacramento, no resultaría errónea la 
sistemática del Codex, al incluir a los oficios en el libro sobre las perso-
nas, porque en realidad -no existiendo, en sentido estricto, funciones 
2. LOMBARDIA, La sistemática del Codex y su posible adaptación, en "Teoría 
general de la adaptaci6n del C6digo de Derecho Can6nico", Salamanca, 1961, pp. 
220-221. 
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propias del oficio- estas normas se limitarían a describir funciones que 
constituyen o que integran el llamado estatuto personal de los clérigos. 
Desde esta perspectiva, no se podría hablar técnicamente de una 
atribución normativa de funciones al oficio; el munus sería personal 
y la norma que constituye el oficio se limitaría a determinar los posibles 
destinatarios de esta función. Aceptadas estas premisas tan sólo se pue-
de llegar a una consideración personalista del oficio, es decir, el oficio 
es la misma persona física -titular- que, previamente, a la provisión del 
oficio ya poseía esas funciones; y esto tendría que ser asi porque, si el 
elemento ptevalente del oficio, es decir el munus, tiene carácter per-
sonal, el carácter personalista aparece ya predeterminado. 
Esta concepción personalista del oficio, que cuenta con numerosos 
. seguidores en la doctrina actuaP, ha encontrado en Vitale uno de sus 
más claros exponentes4 • Los argumentos principales en que se apoya el 
citado autor para sostener esta teoría pueden resumirse en los siguientes 
puntos: a) la jerarquía eclesiástica está constituída por un conjunto de 
personas físicas y no de órganos, ya que por la naturaleza de la potestad 
eclesiástica - "potestas spiritualis" - ésta aparece concedida, no a perso-
nas morales, sino a personas físicass ; b) aspecto unitario del oficio ecle-
siástico que comprende tanto la potestad de orden como la de jurisdic-
ci6n6 ; c) el uso legislativo del término munus confirma la concepci6n 
subjetiva del oficio, de tal forma que "ci troviamo di fronte ad una idea 
dell'ufficio che non arriva a tal punto di astrazione da poter dare vita ad 
un ente istituzionale, ma che invece si materializza solo in una parte del-
le azioni che una persona fisica puo svolgere"7 ; d) el oficio eclesiástico, 
en conclusión, consiste en una situación jurídica subjetivaS, bien enten-
dido que tal situación no refleja simplemente el conjunto de derechos y 
3. DEL GIUDlCE, Nozioni di Diritto Canonico, Milano, 1962, pp. 109-110; 
SPINELLI, Conslderazioni sul potere eclesiastico di giurisdizione, en "Studi in onore 
di Vincenzo del Giudice", Milano, 1953, pp. 369-375; BENDER, Estne officium ec-
clesiasticum persona moralis? en "Questioni attuali di Diritto Canonico", Roma, 
1955, pp. 65-72; LOMBARDIA, El estatuto personal en el ordenamiento canónico, en 
"Aspectos del Derecho Administrativo Canónico", Salamanca, 1964, p. 59. 
4. Cfr. VITALE, L 'Ufficio ecclesiastico, Napoli, 1965. 
5. Cfr. VITALE, L 'Ufficio ecclesiastico, o. e., pp. 18-22. 
6. Ibidem, pp. 33 y ss. 
7. Ibidem, p. 119. 
8. Ibidem, pp. 124-130. 
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deberes derivados de la condición de titular del oficio, sino que incluye 
también el munus del oficio. Y, en este sentido, el oficio como tal "si-
tuazione giuridica soggettiva richiama l'idea di qualche cosa strettamen-
te inerente alla persona fisica"9 . 
El proceso lógico seguido por Vitale, partiendo de una concepción 
personalista del munus del oficio -habría que decir de toda la activi-
dad eclesiástica-, lleva a pensar que no anduvo errado el legislador al in-
cluir los oficios eclesiásticos en el libro del Codex dedicado a las perso-
nas, ya que, según las conclusiones del autor, la regulación jurídica de los 
oficios eclesiásticos supone tan sólo hacer referencia a determinadas si-
tuaciones jurídicas en que pueden encontrarse las personas físicas. ¿Se 
puede hallar un lugar más adecuado para este fin que el libro dedicado 
a las personas? 
Sospechamos, sin embargo, y creemos que con fundamento, que 
los mismos autores que sostienen el carácter personal del munus ecle-
siástico no se mostrarán solidarios con las conclusipnes alcanzadas por 
Vitale; conclusiones, no obstante, que a nuestro modo de ver son cohe-
rentes con su propio punto de partida, común, por otra parte, con el de: 
los autores citados anteriormente. ' 
En contraposición a esta teoría del oficio-persona física, algunos 
autores10 sostienen la personalidad jurídica del oficio basándose en el 
presupuesto de que el munus-potestas atribuido normativamente al 
oficio no tiene carácter personal, sino abstracto e independiente de la 
persona física, investida de la condición de titular del mismo. La fun-
ción, por tanto, radica en el oficio -que deberá tener, por ello, subjeti-
vidad jurídica- y no en la persona física. 
Aunque el planteamiento de esta posición doctrinal difiere de for-
ma notable de la anteriormente examinada, existe, sin embargo, entre 
ambas un punto común que Y<t antes hemos insinuado: la consideración 
personalista del oficio. Su base se encuentra, igualmente, en la "atomi-
9. Ibídem, p . 125. 
10. PETRONCELLI, Contributo alla personalitti dell'ufficio sacro nell'ordina-
mento canonico, en "Fests-ehrift U. Stutz", Stuttgart, 1938, p. 389 Y SS.; Diritto 
Canonico, 68 ed., Roma, 1963, pp. 138 Y SS.; MICHIELS, De personalitate morali ex 
ipso il!!e praescripto in Codice furis Canonici. en "Questioni attuali. .. ". o, e., pp. 1-
73; MORSDORF, De conceptu officii ecclesiastici, en Apollinarís, XXXIII (1960), 
pp. 75-87; STOCCHIERO, 11 beneficio ecc/esiastico, 1, Sede Plena, Víeenza, 1943-
1946, pp. 130-134; BERNARDEZ, Problemas dogmático-jurzaicos que plantea la exis-
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zación" provocada por el legislador al centrar_la estructura de la organi-
zación eclesiástica en el oficio, perdiendo de vista el carácter unitario de 
la organización eclesiástica. -
. En efecto, si al oficio se atribuyen un conjunto de funciones y su 
ejercicio . origina la producción de actos jurídieos, será lógico preguntar 
quién es el sujeto de esa actividad jurídica. Centrada asi la cuestión, la 
respuesta s610 puede reducirse a la siguiente alternativa: a) el sujeto es 
el óficio-persona física, conforme sostienen los autores que. siguen la pri-
mera teoría; b) el sujeto es el oficio-persona jurídica, es decir, la solu-
ción propuesta por los autores cuya teoría estamos examinando. 
Las discrepancias, por tanto, entre ambas teorías no son tan radi-
cales que iinpidan la existencia de un denominador común: la conside-
raciónpersonalista del oficio. Aspecto este favorecido por la propia si!r 
temática del Codéx que nos da una visión fragmentaria de la organiza-
ción eclesiástica al situar como elemento central de su estructura al ofi-
cio eclesiástico. 
Esta situación se ve agravada, sin embargo, al comprobar que, a pe-
sar de haber descendido el legislador a definir el oficio eclesiástico, no 
puede decirse que exista un concepto unívoco del mismo, sino diversas 
acepciones que contribuyen a hacer más confusa la problemática plan-
teada. 
3. El oficio eclesiástico: diversas acepciones. 
El vigente código de Derecho Canónico da una doble definición de 
oficio eciesiástico: a) en sentido amplio es "cualquier cargo que se ejer-
ce legitimamente para un fin espiritual"ll ; b) en sentido estricto, es "un 
. cargoconstítuído de manera estable por ordenación divina o eclesiásti-
ca, que se. ha conferido según las normas de los sagrados cánonesylleva 
aneja una participación de la potestad eclesiástica, sea de orden, sea de 
jurisdicción" 12. 
tencia de personas morales en el ordenamiento canónico, en "Problemática de la 
Cieneia del Dereeho", Barcelona, 1962, pp. 179-231. 
11. "Offieium eeclesiastieum lato sensu est quodlibet munus quod in spiritua-
lem finem legitime exereetur" (e. 145 § 1). 
12. "Strieto autem sensu est munus ordinatione sive diviita sive eeelesi~stiea 
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Un sector doctrinal, tomando como base esta segunda definición 
ha distinguido un tercer concepto de oficio -en sentido estrictísimo-
que sería "un cargo estable que lleva consigo la participación en la potes-
tad de jurisdicción" 13. 
Por último, el Decreto Presbyterorum Ordinis del Concilio Vati-
cano 11 afirma que el oficio eclesiástico "ha de entenderse en lo sucesivo 
como cargo conferido establemente para ejercer un fin espiritual"14: 
Respecto al oficio, por otra parte, precisa el Código, que "en dere-
cho, el oficio eclesiástico se .entiende en sentido estricto, a no ser que 
por el contexto de la frase conste otra cosa"IS. 
Salvo en el supuesto del oficio en , sentido lato, la nota común de 
las tres definiciones que hemos referido es la estabilidad. En cambio la 
diferencia~ que se observa entre ellas es respecto a la función que apare-
ce delimitada en tres formas distintas: a) función con participación en 
la potestad de orden; b) función con participación en la potestad de ju-
risdicción; c) cualquier función ejercida con un fm espiritual. 
En la definición del oficio en sentido estricto, que se encuentra en 
el Codex, la estabilidad del oficio -distinta de la del titular o persona fí-
sica- proviene de su constitución por el derecno. Precisamente, al dere-
cho corresponde, junto a la creación o constitución del Oficio, la deter-
minación de las funciones y la regulación de la investidura de la persona 
física como titular del oficio. Esta característica permite configurar al 
oficio como una institución típicamente jurídica. 
Esta estructura jurídica del oficio es común a todos los oficios ecle-
siásticos; lo que les diferencia por el contrario es la naturaleza de la fun-
ción atribuIda. Ahí radica precisamente la distinción propuesta por la 
doctrina entre oficios en sentido estricto y oficios en sentido estrictísi-
mo. Pero en realidad esta distinción resulta insuficiente. 
stabiliter constitutum, ad normam sacrorum canonum, aliquam saltem securnferens 
participationem ecclesiasticae potestatis sive ordinis sive iurisdictionis" (c. 145 § 1). 
13. DEL GIUDlCE, NoCiones de Derecho Canónico, Pamplona, 1964, p. 95. 
14.. " .. . officio ecclesiastico, quod quidem deinceps intellegi debet quodlibet 
munus stabiliter collatum in fmem spiritualem exercendum" (n. 20). 
15. "In iure officium ecclesiasticum accipitur stricto sensu, nisi aliud ex con-·, 
textu sermonis appareat" (c. 145 § 2). 
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En efecto, la distinción indicada se basa en la definición legal con-
tenida en el ca,non 145 § 2 en la que se hace referencia a los oficios que 
participan de la potestad de · orden o de jurisdicción. La doctrina aplica 
el concepto de oficio en sentido estricto a aquellos oficios que partici-
pan de la potestad de orden, mientras que considera como oficios en sen-
tido estrictísimo a aquellos que participan de la potestad de jurisdiccíón. , 
Ahora bien, existen una serie de oficios que son regulados por el Código 
de Derecho Canónico que, a pesar de gozar de todas las características 
propias del oficio eclesiástico y ser considerados como tales en dicho 
cuerpo legal, no pueden reconducirse a ninguna de las dos clasificaciones 
antes apuntadas. Así, a modo de ejemplo, podemos citar entre otros los 
oficios de canciller, notario o auditor, cuya función técnicamente no 
puede ser considerada ni como participación en la potestad de orden, 'ni 
tampoco en la potestad de jurisdicción. Se trata de funciones de conte-
nido jurídico, pero que carecen de la potestas o imperium típico de la 
potestad de jurisdicción. En el mismo supuesto se encuentran los oficios 
de carácter consultivo regulados en el Código. 
La doctrina, demasiado apegada a la definición legal, no ha adver-
tido esta laguna en la propia definición del Codex y ha centrado la dis-
cusiónen las relaciones y diferencias entre potestad de orden y jurisdic-
ción. La discrepancia fundamental entre la definición legal -que se re-
fiere tan solo a oficios con potestad, ya sea de orden o de jurisdicción-'- ' r 
y la descripción legal de una serie de oficios, que reconocidos como ta-
les por el Código, no son reconducibles a la definición del c. 145, ha pa-
sado inadvertida a la doctrina. Este hecho condiciona sin duda el plan-
teamiento doctrinal del oficio eclesiástico, ya que si se parte de la defi-
nición legal se excluye de su consideración a un conjunto notable de 
oficios y reduce su estudio a los que comportan una cierta potestad, por 
lo qúe las conclusiones alcanzadas no son aplicables a todos los oficios, 
sino tan sólo a algunos de ellos. 
La cuestión se complica sobremanera si se afiade a lo anteriormen-
te resefiado el hecho de que no existe unanimidad doctrinal en torno al 
concepto jurídico de potestad. Para los que sostienen la teoría del ofi-
cio-persona jurídica, potestad en sentido estricto es tan sólo la potes-
tad de jurisdicción, por lo que las conclusiones alcánzadas en torno a 
los oficios en sentido estrictísimo no son aplicables a todos los oficios en 
sentido estricto, con lo que el oficio pierde evidentemente la unidad 
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conceptual pretendida, inicialmente al menos, por el legislador. Por el 
contrario, los que propugnan la teoría del oficio-persona física hacen 
hincapié de forma especial en el cará,cter espiritual de ·la potestad ecle- . 
siástica, ratifican su origen sacramental y en · definitiva supedItan la po- . 
testad de jurisdicción a la potestad deordtm. . 
La pluralidad de acepciones -sentido lato, sentido estricto, sentido ·· 
estrictísimo- atribuídas al oficio éclesiástico tampoco parece resuelta 
mediante la definición · propuesta por el Decreto Presbytero~rriO"'di~ 
nis. Aparte de adolecer del rigor técnico necesario, aunque justificable 
en un documento de esa naturaleza, se liniita a añadir ~respecto al ofi-
cio en sentido . lato- la nota de la estabil~dad subjetiva, pero sin precisar 
cmll sea su origen. Por otra parte, respecto a la función -tema central 
de la cuestión- nada resuelve .al decir que "sea ejercida con un finespi-
ritual". Numerosas funciones; extrañas el la propia organización eclesiás-
ticas, pueden ser ejercidas establemente y con un fmespiritual. Pero, 
además, este último requisito · ¿titme un carácter objetivo o subjetivo? 
¿La finalidad espiritual se deduce de la misión objetivamente considera-
da o de la intención del sujeto qu~ la realiza? 
En nuestra opinión, los problemas planteados no pueden encontrar 
una cabal solución atendiendo a los diferentes conceptos que se han ex-
puesto en torno al oficio eclesiástico. El oficio no es más que un eslabón 
de una cadena y su singularidad -,pues es lógico que existan variedad de 
oficios como consecuencia de la diversidad de funciones- no puedeilus-
,trar sobre hi unidad superior que constituye la organización eclesiástica, · 
cuyo estudio permitirá obserVar mejor y cOn más claridad la compleja 
problemática antes planteada. . . 
4. Concepto unitario de la organizaci~n eclesUística. 
Uno de los argumentos en que se apoya Vitale para demostrar .el 
carácter personal de las funciones eclesiásticas ~y, en consecuenci¡l, del 
oficio- . es la afirmaCión de que la jerarquía en la Iglesia está constituída 
por un conjunto de personas físicas, de tal forma que "la potestá digo-
verno non spetta in alcun modo alla Chiesa, bensial Sommo Pontefice 
ed ai Vescovi, cui e stataassegnata direttamente da Dio, e che percio ne 
sono titolari per diritto proprio, intangibile eperpetuo"16. 
16. Vrr ALE, 11 ufficio ... , o. c., p. 18 s . . 
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El autor pretende demostrar que la Iglesia, en cuanto tal, carece de 
¡Jofestad - ¿tampoco tiene misión? -, de tal modo que el Romano Pon-
tifice y los Obispos no actúan como órganos de la Iglesia, sino que como 
tales personas físicas reciben directamente su potestad de Dios. 
Hay que advertir, no obstante, que para apoyar su tesis Vitale cita 
un texto de Wernz-Vidal en 'el que se dice que "Ecdesia vero, sive hoc 
nomine intelligitur Collegium Cardinalium sive universus cleruset coe-
tus fidelium, a Christo pontificiam potestatem nullibi accepit"17; es de-
cir, se apoya en un texto en el que se describe a la Iglesia como comuni-
dad, descripción, por consiguiente, parcial e insuficiente, ya que no ex-
presa la realidad total de la Iglesia. 
Nadie afirma, en efecto, que la potestad eclesiástica nazca o se ori-
gine en el pueblo, es decir, en la comunidad y se canalice y estructure 
conforme a una voluntad democrática; por el. contrario, la potestad en 
la Iglesia proviene de Cristo y su atribución se ha de conformar a su vo-
luntad fundacional, es decir, a las normas que integran la estructura cons-
titucional de la Iglesia. Pero el hecho de que la potestad no resida en la 
comunidad no quiere decir que la potestad no resida en la Iglesia, ya que 
no es válida la identificación Iglesia-comunidad. Esta expresión refleja en 
todo caso un aspecto, una faceta de la realidad eclesial, pero de ningún 
modo toda la realidad que constituye la' Iglesia. 
En efecto; la Constitución Lumen Gentium del Concilio Vatica-
no 11, partiendo de la idea de que "la Iglesia es ~nCristo como un sacra-
mento o señal e instrumento de la íntima unión con Dios y . de la uni- , 
dad de todo el género humano" 18 ,se refiere a diversas figuras de la Igle-
sia para concluir que "la sociedad dotada,de órganos jerárquicos, y el 
Cuerpo Místico de Cristo, reunión visible y comunidad espiritual, la Igle:: 
sia celeste y la Iglesia dotada de bienes celestiales, no han de considerar-
se como dos cosas, porque forman una realidad compleja, constituída 
por un elemento humario y otro divino" 19 • 
17. Ius Canonicum, 11, De personis, Romae; 1943, p. 469 s. 
18. " ... Ecclesia sit in Christo veluti sacramentum seu signum et instrumemtum 
intimae cum Deo unionis totiusque generishumani unitatis .. ~" (n.l). 
19. "Societas autem organis hierarchicis instructa et mysticum Christi Corpus, 
coetus adspectabilis et communitas spiritualis, Ecclesia terrestris, et Ecclesia .coeles-
tibus bonis ditata, non ut duae res considerandae sunt, sed unam realitatem comple-
xam efformant, quae humanoet divino coalescit elemento" (n. 8). 
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La Iglesia, que es una realidad compleja -reunión visible y comu-
nidad espiritual-, no se reduce al elemento comunitario, entendiendo · 
por tal el conjunto de personas físicas que forman parte de ella, sino 
que se ha de entender en su aspecto visible como una comunidad jurí-
dicamente organizada, que abarca tanto a los miembros como a los ór-
ganos de gobierno de la comunidad. 
Así, cuando se habla de Iglesia-comunidad, de Iglesia-organización, 
etc., no se agota con estos términos la realidad total de la Iglesia, sino 
que se muestran aspectos parciales de la misma. Es más, considerada la 
Iglesia desde un punto de vista estático, se ha de tener en cuenta que ha 
sido "convocada y constitufdapor Dios para que sea sacramento visible 
de esta unidad salvífica para todos y cada uno"20 . Lo que significa que 
la Iglesia -convocada y constitufda por Dios- "es una institución (aun-
que con elementos de corporación), con unas leyes predeterminadas da-
das por Cristo"21. 
Esta dimensión institucional de la Iglesia22 pone de relieve la exis-
tencia de una estructura jurídica fundamental determinada por su Fun-
dador e impuesta a sus miembros que no pueden modificarla, ni dero-
garla. "La Iglesia -explica Hervada- es de fundación divina y en conse-
cuencia no compete a sus miembros dictar las leyes fundamentales que 
la rigen. En el mismo momento en que un grupo de cristianos pretendiese 
organizarse como Iglesia según unas normas constitucionales distintas, 
ese grupo, en cuanto comunidad organizada conforme a leyes diversas 
de las divinas, lejos de formar la Iglesia, no pasaría de ser un grupo heré-
tico o cismático"23. 
Pues bien, en esa estructura jurídica fundamental están determina-
dos los órganos de gobierno "constitucionales" de la Iglesia. Esos órga-
20. "Deus... convocavit et constituit Ecclesiam, ut sit universis et singulis sa-
cramentum visibile huius salutiferae unitatis" (Constitución Lumen (jenllum, n. ':J J. 
21.HERVADA, El ordenamiento canónico, o. c., p. 130. 
22. Cfr. sobre este punto BERNARDEZ, Problemas dogmático-;urídicos ... , o. c., 
p. 176-231; BERTRAMS, De Constitutione Ecclesiaesimul charismatica et institutio-
naZi, en "Periodica de re morali, canonica, liturgica", 57 (1968), pp. 281-330. 
23. o. c., p. 133. 
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nos no son algo distinto de la Iglesia sino que forman parte de Ella, es 
decjr, están integrados en 10 que conceptualmente podríamos denomi-
nar Iglesia-institución24 • Nada más paradójico, por tanto, que afirmar 
que la potestad no reside en la Iglesia, sino en el Romano Pontífice y 
los obispos. ¿Es que el Romano Pontífice y el Colegio Episcopal no son 
órganos de la Iglesia? Sería tanto como afirmar que por el bautismo el 
fiel se convierte en súbdito del Romano Pontífice, pero no de la Iglesia. 
Para quienes sostienen que la jerarquía eclesiástica está integrada 
por un conjunto de personas físicas y no de órganos -propiamente di-
chos-, hay dos puntos fundamentales que conviene salvar: la excesiva 
abstracción que supone el concepto de órgano y la necesaria fundamen-
tación sacramental de la actividad eclesiástica. La solución a ambos as-
pectos según esa doctrina, se encuentra en la atribución de estas funcio-
nes a las personas físicas. Pero, ¿es esta la solución más acertada? 
Respecto a la primera cuestión, no vamos a detenernos a polemizar 
si ese mismo peligro de abstracción existe o no en el frecuente recurso a 
la noción de persona jurídica, por parte de la doctrina canónica. Pero, 
10 cierto es que, si nos limitamos al ámbito patrimonial eclesiástico, la 
existencia de personas jurídicas no colegiales se funda en la necesidad 
de distinguir aquellas masas patrimoniales consideradas como bienes ecle-
siásticos -bienes de la Iglesia- de los bienes privados de las personas fí-
sicas. Con ello se pretende impedir tanto la confusión de patrimonios, 
como el abuso de los bienes eclesiásticos por parte de las personas físi-
cas. 
La proliferación de personas jurídicas con base patrimonial -acon-
sejable para una mayor agilización· de la actividad jurídica relacionada 
con estos bienes- no hace olvidar la idea de pertenencia de los ti-ienes a 
una entidad jurídica superior -distinta de los miembros que la integran-
que es la Iglesia. ¿Supone esto una abstracción inadmisible? ¿No sería 
preferible atribuirla titularidad de los bienes a personas físicas? 
Pero, aparte la significación patrimonial de las personas jurídicas 
no colegiales, hay que tener en cuenta que la legislación vigente recono-
24. Cfr. BERNARDEZ, o. e., p. 192. 
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-
ce -por de:recho divino- personalidad jurídica a la Iglesia. Prescindien-
do de las motivaciones concretas 'que ' hayan inducido al legislador a ha-
cer esta declaración, lo cierto es quede los ejemplos expuestos se dedu-
ce la necesidad de diferenciar el ámbito peculia:r de las personas físicas 
de ciertas actividades o manifestaciones sólo reconducibles a la Iglesia 
como unidad operativa, distinta de 10$ miembros que la integran. ¿No 
es aplicable también esta institucionalización aja actividad orgánica de 
la Iglesia? ' 
, Otro aspecto que inte~esa ai tema quertOs ocupa es el de la funda-
mentación sacramental de la actividad eclesiástica~Este punto pone en 
tensión las relaciones orden-jurisdicción. ComO á. este tema ya le hemos 
dedicado" cierta atención en otros, trabajos25 , nos vamos a limitar ahora 
a setlalar los puntos más r~levantesde la cuestión. ' 
Antes de nada hay que setlalar que cuando, se hace referencia a las 
raices sacramentales de la actividad eClesiástica' se suele tender a una con-
sideración subjetiva de los sacramento.s entendiendo que las funciones 
eclesiásticas-funciones de dirección y gobierno de la comunidad- se 
transmiten por la colación del sacramento del orden y, por tanto, tales 
actividades tan sólo pueden ser desarrolladas pOr l<;>s clérigos. 
Hay en esta afirmación una parte de verdad que, sin embargo, es 
preciso matizar. En efecto, es cierto que paráeLdesempetlo de algunos 
oficios eclesiásticos es necesa:ria -por la propia naturaleza de la función-
la colación previa del sacramento del orden; pero es evidente también 
. que no todas las funcion.es eclesiásticas requieren para su ejercicio laco-
1,.ci6n previa del orden. Así, por ejemplo, -teniendo en cuenta la natu-
raleza de la función y no la legislación positiva actual- los oficios de no-
tario, auditor, administrador de bienes eclesiásticos etc ... 
Por otra parte, tampoco es exacto, a nuestro modo de ver, afirmar 
que las funciones eclesiásticas se transmiten siempre -ya sea actual o 
virtualmente- en la colación del sacramento. Esto es así, incluso, en 
25. Cfr. SOUTO, Aspectos jur(d4cos de la función pastoral del obispo diocesa-
no, en IVS CANONICVM VII (1967), pp. 119-148;La potestad del obispo diocesa-
no, en IVS CANONICVM VII (1967), pp. 365-449. 
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ciertos supuestos en que por la naturaleza del oficio eclesiástico se re-
quiere que el titular reciba o haya recibido ~l sacramento del orden. En 
efecto, en el caso concreto del oficio de obispo diocesano, se requiere 
que el titular del oficio reciba la consagración ,epíscopal y, sin embargo, 
las funciones propias del oficio no han sido transmitidas sacramentalmen-
te, sino que residen en el oficio, de tal suerte que el titular sólo puede 
ejercerlas cuando haya tomado posesión de la iglesia particular que se le 
ha confiad026 • ¿Existen entonces funciones que no tienen una raiz sa-
cramental? ¿Se da efectivamente una desconexión entre la realidad sa-
cramental y la actividad jerárquica? 
En nuestra opinión, el problema reside en una correcta compren-
sión de lo que podríamos denominar bases sacramentales de la comuni-
dad eclesiástica. Es cierto que la Iglesia se estructura a través de los sa-
cramentos y de las virtudes27 , pero no es menos cierto que la Iglesia 
misma es sacramento. Y si los sacramentos son signos visibles y exter-
nos de una realidad invisible y misteriosa, la Iglesia es sacramento visi-
ble, señal o instrumento de una realidad profunda y misteriosa, expre-
sión '-en Cristo- de la íntima unión con Dios y de la unidad de todo el 
género human0211 • 
Esta realidad sacramental, que es la Iglesia, es depositaria yadmi-
nistradora de la misión de Cristo sobre el pueblo de Dios. Esta misión 
de Cristo, confiada a la Iglesia, 'requiere el ejercicio defunciones de na-
turaleza y contenido diverso. Su transmisión admite también formas di-
versas. 
Prescindiendo de otras funciones, que no afectan al caso que nos 
ocupa, podemos distinguir dos formas de transmisiÓn de las funciones 
propias de Cristo, teniendo en cuenta que en ambos casos se tratará de 
una participación en aquellas funciones: a) la participación personal de 
los miembros del pueblo de Dios en el sacerdocio de Cristo -sacerdocio 
común y ministerial- que, entre otras cosas, supone la atribución de unas 
funciones que permiten cooperar en la edificación y dilatación del pue-
26. Cfr. SOUTO, Aspectos jurídicos ... , o. C., p. 138 Y ss. 
27. Cfr. Constitución Lumen Gentium, n. 11. 
28. Cfr. Constitución Lumen Gentium, n. 1. 
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blo de Dios y cuya transmisión se verifica a través de determinados sa-
cramentos; b) la participación en ciertas funciones propias de Cristo, que 
no se transmiten personalmente, sino que aparecen institucionalizadas y 
atribuidas a: órganos creados por el mismo derecho. 
En ambos casos se trata de funciones propias de Cristo que se ejer-
cenen y a través de la Iglesia; en el primer caso, sin embargo, tienen ca-
rá~ter personal; en el segundo, carácter orgánico. EÍl el primer supuesto, 
se observa con más intensidad la dimensión transcendente y sobrenatu-
ral de la Iglesia; en el segundo, sin desvalorizar aquel aspecto, ni perder 
la conexión necesaria con su aspecto sobrenatural, se muestra con más 
perceptibilidad el carácter peregrinante y la adecuación temporal de la 
Iglesia, en cuanto comunidad de hombres jurídicamente organizada. 
Ambos aspectos no pueden escindirse, separarse, porque entonces 
perderíamos de vista la upidad de la realidad misteriosa y social de la 
Iglesia. Las dos clases de funciones que hemos descrito tienen la misma 
raiz sacramental -participación en las funciones de Cristo, a través de 
la Iglesia, sacramento radical-, pero tienen una distinta conaición. En 
un caso, se trata de la transmisión de unos medios necesarios para la con-
secución de un mismo fin. En el otro caso, se trata de ordenar y dirigir 
a los miembros, en su dimensión comunitaria, para la consecución del 
fin propuesto por su Fundador. 
Las funciones "atribuídas -por medios distintos- tienen también 
un contenido distinto y, por tanto, merecen una. calificación técnica dis-
tinta. Las funciones que consisten en la prestación de unos medios -cier-
tamente necesarios- tendrán el carácter de funciones asistenciales o de 
servicio; por el contrario, las funciones que consistan en ordenar y diri-
gir la comunidad eclesiástica serán funciones jerárquicas o de "imperium", 
que sin olvidar el carácter de servicio que debe revestir cualquier función 
eclesiástica, pondrán de relieve la existencia de la potestad necesaria pa-
ra conseguir el fin comunitario propuesto. 
La distinta calificación de estas funciones nos permite sentar las 
bases para una consideración unitaria de la organización eclesiástica. En 
efecto, partiendo de la idea de Iglesia-institución, a que antes nos hemos 
referido, observamos que la misión que le corresponde, como participa-
ción en las funciones propias de Cristo, es, por una parte, la ordenación 
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y dirección de la comunidad eclesiástica; por otra parte, la prestación de 
los medios necesarios para conseguir el fin común. 
Estas funciones están encomendadas -de modo específico- a ór-
ganos de la Iglesia. Por derecho divino estos órganos son: el Romano 
Pontífice y el Colegio episcopal para la Iglesia universal y los obispos dio-
cesanos para sus respectivas Iglesias particulares. Cada órgano en su res-
pectivo ámbito tiene la plenitud de funciones a que antes nos referiamos 
y en cuanto órganos de la Iglesia actúan in nomine Ecclesiae, no sien-
do algo distinto de aquella -Iglesia-Institución-, sino que forman parte 
de ella. 
La unidad, por tanto, de esta organización constitucional radica en 
la Iglesia misma, que aCtúa las funciones que le han sido encomendadas 
a través de órganos creados por el mismo derecho divino. Estos órganos, 
que concentran en sí mismos las funciones indicadas, admiten sin em-
bargo la creación por el derecho de nuevos órganos cooperadores a los 
que se atribuyen zonas o parcelas de la actividad propia de los oficios 
principales o constitucionales. Surge así una distinción entre estos ofi-
cios, según que la participación en las funciones del oficio principal se 
refiera a las funciones jerárquicas o a las funciones de servicio. 
Al primer grupo pertenecen aquellos oficios dotados de potestad 
vicaria, ya sea en el ámbito legislativo, judicial o ejecutivo. El segundo 
grupo lo constituyen aquellos otros oficios destinados a la prestación de 
servicios públicos. La distinción entre ambos grupos radica en que unos 
actúan con potestad -en sentido jurídico- y los otros no. 
En el segundo grupo se encuentran encuadrados aquellos oficios 
cuya función específica es la administración de sacramentos; pero no só-
lo estos lo integran. Aquí hay que incluir también aquellos oficios cuya 
función específica es la prestación de aquellos servicios necesarios en 
cualquier comunidad jurídicamente organizada. 
Otra diferencia que es preciso señalar es que en el primer caso -ór-
ganas jerárquicos- la organización actúa como sujeto de poder, es decir, 
es capaz de producir actos jurídicos imperativos, mientras que en el se-
gundo caso, se limita a organizar la prestación de unos medios creando 
núcleos concretos de distribución de servicios en atención a las exigen-
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cias propias de cada comunidad. En este segundo supuesto la organiza-
ción no actúa como sujeto de poder, no produce -directamente al me-
nos- actos jurídicos imperativos. La función típica de estos oficios no 
es la producción de tales actos jurídicos, sino la prestación de unos ser-
vicios. Lo peculiar de la intervención de la organización en estos oficios 
no es propiamente la atribución de una función, sino el instaurar una re-
laciónjurídica entre el oficio y los miembros de la comunidad, en la que 
a estos se les atribuye el derecho y al titular del oficio la obligación de 
prestar los servicios que han sido determinados. Queda claro que en aque-
llos oficios en los que la función encomendada es santificar, enseñar o 
regir, la organización no atribuye la función; simplemente determina los 
destinatarios estableciendo la relación jurídica a que antes nos hemos 
referido. 
Para aclarar esta afirmación parece oportuno recordar dos tipos di-
versos de competencia: subjetiva y orgánica. La diferencia entre ambas 
estriba "en que mientras los entes públicos son no solo titulares de las 
funciones que ejercitan, sino que, además, tienen un derech) subjetivo 
a su ejercicio, en el caso de la competencia orgánica, los órgé:lOS tienen 
una mera titularidad de ejercicio, mientras que la propiedad de las fun-
ciones corresponde al sujeto del que forman parte"29. 
¿Quien es el sujeto de estos actos en la organización eclesiástica? 
En principio podría decirse que es la Iglesia, a la que el Código reconoce 
expresamente personalidad jurídica30 • Sin e.mbargo, hay que tener en 
cuenta que la organización eclesiástica, dependiendo de esa entidad uni-
taria que es la Iglesia, presenta dos esferas distintas en las que si bien se 
da una relación jerárquica entre ellas, existe, sin embargo; una notable 
autonomía entre ambas; nos referimos a la organización universal y a la 
organización local. 
La autonomía de las iglesias particulares31 , que se observa ya en el 
dato de que la potestad del oficio principal -función jerárquica- no es 
29. ENTRENA, Curso de Derecho Administrativo, Madrid, 1965, p. 179. 
30. Cfr. c. 100. 
31. Sobre el tema de la autonomía y su aplicaci6n al ordenamiento can6nico 
vid. GISMONDI. Iglesias y comunidades eclesiales acatólicas en los recientes decretos 
conciliares, en IVS CANONICVM V (1965), pp. 393 Y ss. 
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concedida o derivada de la organización universal, sino que aparece atri-
buída directamente por el mismo derecho divino, permite reconocer a 
dichas instituciones una propia entidad jurídica. 
De esta forma, aún conservando la visión unitaria de la organi 
eclesiástica, ya que los obispos diocesanos están subordinados al Romano 
Pontífice y al Colegio episcopal -relación jerárquica-, el sujeto de los 
actos emanados por los oficios jerárquicos diocesanos será la diócesis o 
la organización diocesana en cuanto ta132 • 
Respecto al sujeto de los actos de la organización universal, hay 
que tener presente que la legislación actual reconoce ex ipsa ordinatio-
ne divina personalidad jurídica a la Sede Apostólica33 que, a tenor del 
c. 7, comprende "no solo el Romano Pontífice, sino también las Con-
gregaciones, los Tribunales, los Oficios, por medio de los cuales el mismo 
Romano Pontífice suele despachar los asuntos de la Iglesia universal"34 . 
Teniendo en cuenta estos presupuestos, la competencia subjetiva vendrá 
atribuída a la misma organización universal de la Iglesia -Santa Sede-
mientras que los oficios, singularmente considerados, tendrán tan solo 
competencia orgánica. 
5. Consideración dinámica de la organización eclesiástica. 
Hasta ahora hemos estudiado la organización eclesiástica desde un 
punto de vista estático, lo que nos ha permitido concluir que el conjun-
tode oficios que la integran son reconducibles a una unidad, es decir, a 
un ente jurídico superior del que dependen. Entendida así la organiza-
ción eclesiástica -universal, local o institucional- constituye un sujeto 
de derecho, precisamente, uno de los dos sujetos de la relación jurídico-
pública que estamos examinando. 
32. Sobre este tema vid. nuestro trabajo Los cooperadores del obispo diocesa-
no, en "La función pastoral de los obispos", Barcelona, 1967, p. 275 ss. 
33.c.100. 
34. "Nomine Sedis Apostolicae vel Sanctae Sedis in hoc Codice veniunt non 
solum Romanum Pontifex, sed etiam, nisi ex rei natura vel sermonis contextu aliud 
appareat, Congregationes, Tribunalia, officia, per quae idem Romanus Pontifex ne-
gotia Ecclesiae universae expedire solet" (c. 7). 
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Ahora bien, identificado el sujeto de dicha relación jurídica, nos 
interesa conocer ahora su comportamiento, es decir, su actuación en €?l 
ámbito jurídico y concretamente en su dimensión pública, como sujeto 
de poder. Dadas las características peculiares de la potestad eclesiástica: 
¿se trata de un poder que carece de límites? ¿es susceptible de regula-
ci6n jurídica? ¿cabe hablar de una sumisión del poder al derecho? Va-
mos a intentar examinar estos puntos a continuación. 
En páginas anteriores se ha sefialado que el orden constitucional 
de la Iglesia atribuye el poder de emitir actos de mando con carácter vin-
culante al Papa y al Colegio episcopal, con alcance para toda la Iglesia 
universal, y a los obispos diocesanos en sus respectivas iglesias particu-
lares. 
Esta atribución del poder ofrece la característica de su unidad ori-
ginaria, al no ser atribuída parcialmente de acuerdo con un criterio for-
mal. Así, estos órganos eclesiásticos gozan conjuntamente del poder le-
gislativo, judicial y ejecutivo, con lo que, en principio, se puede afirmar 
que en la Iglesia no existe, ni es aplicable la división de poderes vigente 
en la generalidad de las sociedades políticas. 
Esta afirmación plantea el problema de si el poder eclesiástico es 
por su naturaleza absoluto, es decir, carece de límites en cuanto a su 
ejercicio. La pregunta surge de forma espontánea al considerar que pre-
cisamente el sistema de división de poderes alcanzó un feliz éxito como 
fórmula de control y limitación de los poderes públicos, al atribuir par-
celas del poder -legislativo, administrativo y judicial- a órganos distin-
t ')s, que podían actuar como contrapeso, sobre todo, de la preponderan-
cia alcanzada por el poder ejecutivo en el régimen absolutista. 
¿La unidad del poder canónico significa que sea un poder absolu-
to? Ya en otra ocasión tuvimos ocasión de detenernos en este tema e 
inclinarnos por una contestación negativa35 • La concentración del poder 
en un mismo órgano no significa que tal órgano goce de poder absoluto 
e ilimitado. La división de poderes no es la única fórmula -aunque si 
muy útil- de limitación del poder. 
35. Cfr. SOUTO, La potestad del obispo diocesano ... , o. C., pp. 430 Y SS~ 
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Hay Que tener en cuenta Que cuando se habla de limitación del po-
der se hace referencia a los límites establecidos a un órgano en el desem-
pefio de la actividad que se le ha encomendado. Tales límites afectarán 
a la actividad en su conjunto -ya sea legislativa, judicial o administrati-
va- y vendrán delimitados por las normas que determinan no solo la 
atribución del poder al órgano, sino también el ámbito del mismo. Tan 
solo cuando no exista este mínimo de normatividad respecto a la activi-
dad del órgano puede hablarse de poder absoluto e ilimitado. 
En este sentido habrá que distinguir tres conceptos relativos al te-
ma: a) actividad arbitraria: es la que no se ajusta a ninguna norma pre-
via; es una actividad que en cuanto al contenido, a la forma y al fin no 
se ajusta a una norma jurídica, lo cual no excluye que el resultado de tal 
actividad pueda ser justo; b) actividad discrecional: es una actividad con-
forme al derecho, es decir, regulada jurídicamente, pero que confiere al 
órgano la posibilidad de valorar los hechos y optar por la solución que 
considere más justa. La discrecionalidad puede revestir diversas modali-
dades, pero normalmente versará sobre el contenido de la decisión -elec-
ción entre varias posibilidades- mientras que la normatividad jurídica 
aparecerá referida al procedimiento y, sobre todo, al fin. La finalidad 
del acto permitirá · determinar si la discrecionalidad ha conducido a una 
desviación de poder y, en consecuencia, recurrir contra la decisión "dis-
crecional" del órgano; c) actividad reglada: es aqúella que aparece regu-
lada jurídicamente tanto en la forma como en el contenido, de tal mo-
do que la actuación no puede ser otra que la prescripta en la norma. A 
este tipo de actividad reglada propende la división de poderes al someter 
a la Administración al principio de legalidad y al control jurisdiccional. 
Pues bien,atendidas estas precisiones, no se puede negar que en la 
sociedad eclesiástica existan unas normásconstitucionales -normas de 
derecho divino- que determinen, aun cuando sea genéricamente, la com-
petencia de los órganos, los derechos de los miembros y el fin de la co-
munidad eclesiástica. Sin embargo la inexistencia de arbitrariedad en la 
dimensión constitucional de la Iglesia no excluye que de hecho los ór-
ganos no puedan actuar arbitrariamente. La explicación de esta aparen-
te contradicción se encuentra en el hecho de que la cognoscibilidad del 
derecho divino es progresiva, de tal forma que el establecimiento de la 
norma y su conocimiento . no es en todos los supuestos coincidente. Es-
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te hecho, lógicamente, influye en la propia elaboración de las normas 
canónico-positivas, las cuales pueden hacer posibles en la práctica situa-
ciones de injustificada arbitrariedad. 
Pero considerado el sistema canónico en su conjunto la arbitrarie-
dad no tiene cabida en el mismo, ya que, cuando menos, toda la actividad 
eclesiástica está determinada nbrmativamente en cuanto al fin; por ello, 
cuando no exista un~ norma que regule un aspecto concreto de la acti-
vidad de un órgano, no puede decirse que nos encontramos en presencia 
de una situación de arbitrariedad, sino de discrecionalidad. 
El sistema canónico en relación con la -actividad de los órganos ad-
mite, por tanto, dos supUestos: a) discrecionalidad; b) actividad reglada. 
Entendiendo, sin embargo, que en ambos casos la actividad del órgano 
presenta un cierto matiz vinculante, aunque sea menos intenso en el pri-
mer supuesto, que en el segundo. 
Es evidente que la actividad reglada o vinculada es el ideal al que 
tiende el Estado de Derecho yeso no solo por 10 que se refiere a la ad-
ministración, sino también en relación con los órganos legislativos y ju-
diciales. En efecto, la actividad legislativa debe acomodarse a un criterio 
de jerarquía de normas, de tal forma que las de rango inferior no puedan 
oponerse o derogar a las de rango superior. Y toda la actividad en su con-
junto debe ser coherente con unos principios o normas superiores -Cons-
titución- que encierran los criterios fundamentales que inspiran a una 
determinada sociedad . 
. La actividad judicial, por su parte, debe ajustarse a los preceptos 
legales, de tal modo que al juez le corresponda la aplicación de la ley en 
un caso concreto. El juicio que emita sobre los hechos que se someten 
a su consideración no puede contradecir 10 dispuesto por la leyrespec-
to al supuesto que se examina. La misión fundamental del juez es encua-
drar el hecho concreto en los supuestos abstractos contemplados por la 
ley. 
La activiqad administrativa debe ajustarse igualmente a los dictados 
de la ley de tal suerte que si se excede del ámbito de competencia atri-
buído normativamente, su actuación pueda ser revisadajudicialmente y, 
en su caso, anulada. 
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Este esquema ideal, sin embargo, que pretende enmarcar toda la 
actividad de la organización dentro de unos esquemas normativos pre-
senta lógicamente fisuras inevitables. A través de ellas se abre paso el 
concepto de discrecionabilidad. Como dice Garrido Falla, refiriéndose 
a la administración, "a pesar de que toda la ideología del Estado de De-
recho supone una tendencia a vincular cada vez más estrechamente la 
Administración a la ley y a hacer de ella un simple poder de ejecución, 
la realidad exige que la actuación administrativa esté informada por un 
margen de discrecionabilidadque resultará siempre imposible eliminar. 
Estadiscrecionabilidad se manifiesta en una doble vertiente: frente a la 
ley, porque el legislador no puede conocer de antemano todos los moti-
vos de oportunidad y conveniencia que pueden influir en una decisión 
administrativa, por 10 que nec.esariamente ha de renunciar a determmar-
los; frente al juez, porque un Tribunal no podrá sustituir por los suyos 
propios, los puntos de vista de la administración activa, sin excederse de 
su verdadero papel, que no debe ser otro que el de guardián de la legali-
dad"36. 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones habrá que con-
cluir que en cualquier ordenamiento jurídico ha de existir un cierto equi-
lib,rio . entre la discrecionalidad y la actividad reglada, pues ni el legisla-
dor puede pretender una regulación exhaustiva de toda la realidad so-
cial, ni tampoco se puede esperar una ordenación justa y eficaz si no 
existen unos principios y unas normas que sienten las bases que permi-
tan alcanzar una convivencia armónica y justa. 
Si examinamos ahora los criterios jurídicos que han inspirado la vi-
gente legislación canónica, podremos observar que mientras se ha procu-
rado una vinculación -tal vez excesiva- de los órganos judiciales a las 
disposiciones normativas, en cambio,' tanto los órganos legislativos como 
los administrativos, gozan de una discrecionalidad que, teniendo .en cuen-
ta los avances de la técnica jurídica en los Últimos tiempos, carece de jus-
tificación. 
En este sentido parece aconsejable que en la anunciada reforma del 
Código de Derecho Canónico se tengan en cuenta los principios funda-
36. GARRIDO FALLA, Tratado de Defuho Administrativo, y. 1, Madrid, 1961, 
p.212. 
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mentales -congruentes, por otra parte, con la naturaleza de la sociedad 
eclesiástica- que deben inspirarla ordenación social justa de una comu-
nidad. 
De esta forma, y sin descender a detalles que no son del caso, se 
deberá tender a una delimitación concreta de la competencia de los ór-
ganos legislativos tanto desde un punto de vista material -ratione ma-
teriae- como desde un punto de vista formal -jerarquía de fuentes nor-
mativas-. Por lo que se refiere a los órganos administrativos, junto a una 
más clara descripción de la competencia material -evitando la atribu-
ción de funciones judiciales- y una precisión mayor de los principios de 
jerarquía y coordinación de los órganos administrativos, sería oportuno 
concretar la sumisión de la administración a las normas -principio de 
legalidad-, las normas de actuación administrativa -procedimiento ad-
ministrativo- y la revisión de los actos administrativos en vía judicial 
-control jurisdiccional-. 
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